REAJUSTE DE PRECIOS − Ley 80 de 1993 − Artículo 4
El artículo 4º de la ley 80 de 1993, al establecer los derechos y deberes de las entidades estatales, dispone en sus numerales 8 y 9 que éstas “8. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación, o de contratar en los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios … Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado”. “9. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse”. 

REAJUSTE DE PRECIOS − Ley 80 de 1993 – Artículo 5 − Equilibrio de la ecuación económica

artículo 5º ibídem, que consagra los derechos y deberes de los contratistas, establece que “1º Tendrán derecho a recibir oportunamente la remuneración pactada y a que el valor intrínseco de la misma no se altere o modifique durante la vigencia del contrato … En consecuencia tendrán derecho, previa solicitud, a que la administración les restablezca el equilibrio de la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no sean imputables a los contratistas. Si dicho equilibrio se rompe por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la ecuación surgida al momento del nacimiento del contrato”.

ECUACIÓN CONTRACTUAL − Ley 80 de 1993 – Artículo 27
 “En los contratos estatales se mantendrá la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar, según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su restablecimiento… Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la apropiación de que trata el numeral 14 del artículo 25460. En todo caso, las entidades deberán adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate”.
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Referencia: ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA DE SENTENCIA)
Decide la Sala, en el grado jurisdiccional de consulta, lo que en derecho corresponda respecto de la sentencia proferida el 20 de septiembre de 2007, por el Tribunal Administrativo de Casanare, la cual, por razón de la cuantía, se enmarca dentro de los presupuestos del artículo 184 del Código Contencioso Administrativo. 

I. ANTECEDENTES

1. El 21 de junio de 2005, MIKO LTDA, MANSER LTDA y MEYAN LTDA (miembros de la Unión Temporal Guanapalo), mediante apoderada judicial y en ejercicio de la acción contractual prevista en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, presentó demanda contra el departamento de Casanare, con el objeto de obtener la declaratoria de incumplimiento del contrato por la falta de pago de los ajustes de precios contractuales pactados dentro del contrato 281-01.

En la demanda, se formularon las siguientes pretensiones (fol. 2 C. 1) (el texto se transcribe exactamente igual al de aquella):

“PRIMERA: Que el DEPARTAMENTO DE CASANARE incumplió el Contrato de Obra No. 281-01 para la PAVIMENTACIÓN DE LA VÍA BARQUEREÑA – OROCUÉ, SECTOR SAN RAFAEL DE GUANAPALO – OROCUÉ, desde el K05+930 al K19+099 en el Departamento de Casanare, celebrado con mis representados, incumplimiento consistente en el no pago de los ajustes de precios contractuales.

“SEGUNDA: Que como consecuencia de la declaración anterior, el DEPARTAMENTO DE CASANARE debe pagar a mis representados MIKO LTDA, MANSER LTDA y MEYAN LTDA, el valor de los ajustes de precios contractuales indexados, junto con los intereses moratorios, desde el momento en que han debido pagarse hasta cuando el pago se realice, calculados éstos como lo dispone el Art. 4 numeral 8 de la Ley 80 de 1.993 y su Decreto Reglamentario 679 de 1.994, Art.1º.

“TERCERA: Que el DEPARTAMETNO DE CASANARE debe pagar las costas del proceso”. 

2.- Como fundamento fáctico de las pretensiones, la parte actora adujo, en síntesis, lo siguiente (folios 2 y 3 C.1):  

 
a.- Previa licitación pública, el departamento de Casanare y los demandantes, actuando éstos como “Unión Temporal Guanapalo”, celebraron el contrato de obra pública 281-01 que tuvo por objeto la pavimentación de la vía Barquereña – Orocué, en el tramo San Rafael de Guanapalo – Orocué, por valor de seis mil cuatrocientos sesenta y cinco millones setecientos sesenta y dos mil noventa y siete pesos ($6.465’762.097,oo) que, posteriormente, fue adicionado en dos mil setecientos cuarenta y siete millones doscientos cincuenta y dos mil doscientos sesenta y un pesos ($2.747’252.261,oo), para un valor total de nueve mil doscientos trece millones catorce mil trescientos cincuenta y ocho pesos ($9.213’014.358,oo), con un plazo de ejecución de doce (12) meses.

b.- Tanto en los pliegos de condiciones como en la cláusula décima del contrato se pactó el pago de ajuste de precios, tal como lo ordenan los artículos 4, 5, 25 y 27 de la ley 80 de 1993.

c.- El departamento contratante pagó las obras correspondientes a las actas de abril de 2002 a julio de 2003 y no pagó los ajustes de precios pactados, a pesar de que las actas correspondientes (9 en total) fueron tramitadas, dejándose constancia de esta situación en el acta de liquidación final de obra suscrita de común acuerdo el 28 de julio de 2003.

d.- En esta última acta, la entidad contratante reconoció que debía pagar a favor de la Unión Temporal la suma de seiscientos ochenta y tres millones ciento cuarenta y tres mil cincuenta y nueve pesos ($683’143.059.oo), por concepto de reajustes pendientes, suma que no fue cancelada. 

3. Admitida y notificada la demanda (fol. 55 y 57 C. 1), el departamento de Casanare la contestó oportunamente, aceptó los hechos concernientes a la existencia del contrato, al valor y al objeto del mismo y al pago de las actas parciales de obra hasta julio de 2003; además, dijo que los ajustes no se pagaron, porque nunca se tramitaron las actas por parte del contratista y agregó que de ello se dejó constancia en el acta final, indicándose valores aproximados. 

4. El proceso se abrió a pruebas mediante auto de 4 de mayo de 2006 (fol. 82 C.1). Vencido este período, se corrió traslado a las partes (fol. 97 C.1), para que presentaran sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público, para que emitiera su concepto.

5. Dentro del término para alegar de conclusión, el apoderado del departamento de Casanare insistió, básicamente, en que los valores que se indicaron en el acta de liquidación final del contrato correspondían a aquellas sumas aproximadas que podían resultar con ocasión de los reajustes, pero que, para que el pago ocurriera, se debía verificar lo siguiente:

-El pago de ajustes debía estar ligado al programa de trabajo e inversiones, lo que implicaba hacer una reprogramación a fin de establecer el mes programado para ejecutar los ítems en las cantidades y en los valores previstos y lo realmente ejecutado, para de esa manera aplicar el índice correspondiente al mes de ejecución.

- Debía existir un programa de inversión actualizado para realizar el reajuste, pues contractualmente estaba estipulado que no se suscribirían actas de reajuste sin programa de inversión actualizado.

- En caso de prosperar el reconocimiento y pago de reajustes, debían tenerse presentes los rendimientos financieros producidos por las sumas de dinero entregadas como anticipo conforme a la Ley 80 de 1993 y al Decreto 2170 de 2002 (fol. 98 a 102 C.1). 

El apoderado de los demandantes reiteró los argumentos esbozados en la demanda, para pedir que se declare el incumplimiento del departamento y se ordene el pago de las cifras insolutas por concepto de reajustes e intereses, como se desprende de las pruebas aportadas al proceso, entre ellas el dictamen pericial que obra en el expediente (fol. 103 a 106 C.1).

El agente del Ministerio Público, en su concepto (folios 108 C.1), solicitó que se accediera parcialmente a las pretensiones de la demanda, en la medida en que existe acuerdo en el valor de los reajustes ($638’297.948), pero no en los intereses, los que sólo podrían aplicarse a una parte de esa cifra que se hallaba respaldada en 5 actas que cumplían con el requisito de la programación de la inversión actualizada ($191’715.152,72). Sobre el valor restante ($446’588.543,92), restaría simplemente actualizarlo con el I.P.C. (fol. 109 C.1).

 6. Mediante sentencia de 20 de septiembre de 2007, el Tribunal Administrativo de Casanare accedió a las súplicas de la demanda (fol. 111 a 120 C. principal), decisión que no fue objeto de recurso de apelación y, en virtud de ello, el expediente fue remitido a esta Corporación para que se tramitara el grado jurisdiccional de consulta.

7. Mediante auto de 23 de noviembre de 2007, fue admitido el grado jurisdiccional de consulta y se ordenó correr traslado a las partes, para que presentaran alegatos y al Ministerio Público, para que rindiera concepto (fol. 129 C. principal).

La apoderada del departamento del Casanare solicitó revisar los valores que arrojó la condena impuesta en la sentencia consultada, porque no se efectuó ninguna compensación en relación con los rendimientos financieros que el anticipo generó al contratista, conforme al decreto 2170 del 2002 (fol. 132 C. principal).  

El agente del Ministerio Público rindió concepto (folios 139 a 149, C. principal) en el que consideró que la sentencia consultada debe ser modificada, para condenar al departamento; al respecto, dijo: 

“Así las cosas, habría lugar a condenar al Departamento de Casanare a pagar a las sociedades el valor del Acta de Ajuste 1 de 3 de septiembre de 2003 (sic) –contentiva de los reajustes de las primeras 5 actas de ajuste de las 5 actas parciales de obra-, junto con los intereses moratorios. De igual forma, se debería condenar a reconocer y pagar los reajustes de precios, (sic) referentes a las 4 últimas actas de recibo –actas 6 a 9-, pero sobre esas sumas no hay lugar a reconocer intereses moratorios, por cuanto resulta imputable a los contratistas que no se hubiera tramitado esa segunda Acta de Ajustes, porque no se (sic) presentaron el cálculo excluyendo el valor del anticipo”.

II. LA SENTENCIA CONSULTADA 

El Tribunal Administrativo de Casanare accedió a las pretensiones de la demanda; en esa oportunidad, sostuvo: 

“Esta prueba técnica, convincente en cuanto se produjo en la época de finalización de los trabajos y proveniente del equipo consultor de apoyo directo a la parte contratante, ofrece dos elementos de juicio críticos para aplicar la fórmula de ajustes: i) las prestaciones a cargo del contratista se cumplieron y los productos fueron recibidos a satisfacción por la Administración; y ii) se cumplió el programa de trabajo aprobado por el interventor. Luego, no habrá reparos para considerar como índices de pago, (sic) lo de cada mes de corte o de entrega parcial de obra.

“6ª En la pericia (207 – 229, c2), el auxiliar de la justicia, con explícita indicación de los fundamentos técnicos de los soportes probatorios incorporados al expediente, ofreció las siguientes precisiones (221, c2):

“- El plazo de doce meses a considerar para ajustes por fórmula corre a partir del acta de iniciación (8 de enero de 2002) y culminó para esos efectos el 8 de enero de 2003, aunque fue ampliado en tres más, lapso durante el cual no los calculó;

“- Como el contrato adicional se firmó el 14 de febrero de 2003 y no se incluyó pacto sobre ajuste de las actas derivadas del mismo, es inaplicable la cláusula décima que los reguló para el contrato principal. Así lo confirma, en la perspectiva técnica, el cronograma de ejecución entregado por la interventoría en su informe final;

“- El anticipo del adicional se pactó y se pagó (en marzo de 2003), por fuera del rango de fechas a considerar para aplicar el reajuste por formula (sic). 

“A partir de dichas consideraciones técnicas, sus cálculos visibles en las tablas del numeral 4.12 (fl. 223, C2), (sic) indican que la accionada adeuda los ajustes de las nueve (9) actas contractuales (del contrato principal), cuyo importe suma $638.297.984, más intereses moratorios causados desde diciembre de 2002 hasta la fecha del dictamen, por $283.840.607.06. El valor total de la obligación a cargo del Departamento, liquidada por el perito, asciende a $922.138.591.06.

“Dicho dictamen, rendido formalmente por la Sociedad de Ingenieros de Casanare, bajo cuya orientación y responsabilidad obró el experto asignado, fue puesto a consideración de las partes en virtud del auto de 1º de marzo de 2007 por el término legal (95, c1), el que transcurrió en silencio (96, c1). Ha de entenderse, en consecuencia, que no abrigaron reparos sobre la metodología que se aplicó ni sobre los resultados matemáticos de los cálculos.

“La Corporación aceptará dicha pericia como apoyo técnico de la sentencia, pues las bases conceptuales concuerdan en un todo con la fórmula contractual de ajuste y con los lineamientos de resorte privativo del juez que se dejaron consignados a título de premisa normativa”.   

IV. CONSIDERACIONES:

1.- Competencia de la Sala

La Sala es competente para conocer del presente asunto en virtud del grado jurisdiccional de consulta, teniendo en cuenta que la condena proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo de Casanare superó el equivalente a trescientos (300) salarios mínimos mensuales legales vigentes, materializándose de esa manera una de las exigencias previstas por el artículo 184 del Código Contencioso Administrativo, para que se surta la consulta respecto de la referida sentencia. 

2.- Lo que se pretende: 

Los demandes pretenden que se declare el incumplimiento del contrato 281-01 celebrado con el departamento de Casanare, por la falta de pago de los ajustes de precios contractuales pactados. 

Como consecuencia de dicha declaratoria, solicitaron la condena al pago del valor de los ajustes de precios contractuales indexados, junto con los intereses moratorios, desde el momento en que han debido pagarse hasta cuando el pago se realice, calculados como lo disponen el artículo 4, numeral 8, de la ley 80 de 1993 y el decreto 679 de 1994.

3.- Oportunidad de la acción

De conformidad con el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, aplicable para la época de los hechos, la acción de controversias contractuales caduca al cabo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que le sirvan de fundamento y, particularmente, en aquellos contratos que requieran liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes a la firma del acta. 
 En el presente asunto, el contrato fue liquidado y el acta fue firmada el 28 de julio de 2003, de modo que, habiéndose presentado la demanda el 21 de junio de 2005, resulta evidente que la acción se ejercitó dentro del término concebido para el efecto. 
Excepciones propuestas: 

Previo a resolver el fondo del asunto, se decidirá lo correspondiente a las excepciones propuestas por el departamento de Casanare (coparticipación del propio demandante en el daño antijurídico que se le haya podido causar por culpa del departamento y carencia de razón legal para invocar el pago de ajustes sobre anticipos entregados).

Las denominadas excepciones que creyó proponer el apoderado de la demandada carecen de tal connotación, pues no configuran un medio exceptivo, ya que ninguna de ellas se encuentra dirigida a enervar las pretensiones procesales o a extinguirlas y su formulación tiene como propósito, más bien, reargüir los supuestos fácticos en que se erige la acción, en virtud del legítimo derecho de defensa que le asiste a las demandadas.
4.- SOBRE EL REAJUSTE DE PRECIOS.

El artículo 4º de la ley 80 de 1993, al establecer los derechos y deberes de las entidades estatales, dispone en sus numerales 8 y 9 que éstas “8. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación, o de contratar en los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios … Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado”. “9. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse”. 
Por su parte, el artículo 5º ibídem, que consagra los derechos y deberes de los contratistas, establece que “1º Tendrán derecho a recibir oportunamente la remuneración pactada y a que el valor intrínseco de la misma no se altere o modifique durante la vigencia del contrato … En consecuencia tendrán derecho, previa solicitud, a que la administración les restablezca el equilibrio de la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no sean imputables a los contratistas. Si dicho equilibrio se rompe por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la ecuación surgida al momento del nacimiento del contrato”. 
El artículo 27 ibídem regula, específicamente, la ecuación contractual y dispone: “En los contratos estatales se mantendrá la igualdad o equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar, según el caso. Si dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas no imputables a quien resulte afectado, las partes adoptarán en el menor tiempo posible las medidas necesarias para su restablecimiento… Para tales efectos, las partes suscribirán los acuerdos y pactos necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de gastos adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello hubiere lugar, ajustando la cancelación a las disponibilidades de la apropiación de que trata el numeral 14 del artículo 25460. En todo caso, las entidades deberán adoptar las medidas necesarias que aseguren la efectividad de estos pagos y reconocimientos al contratista en la misma o en la siguiente vigencia de que se trate”.

Se observa, entonces, que la figura del reajuste de precios es una medida preventiva frente a una situación previsible, que puede afectar el resultado económico final del contrato en contra de cualquiera de las partes y que se soluciona mediante la inclusión en el mismo de la respectiva cláusula de reajuste, normalmente mediante una fórmula matemática. 

5.- CASO CONCRETO

De la lectura de la demanda queda claro que lo pretendido por los actores es obtener el pago de unos valores que fueron descritos como reajuste automático de precios, junto con la correspondiente indexación y el reconocimiento de los intereses de mora que se hayan causado.

Dentro del expediente se encuentran las siguientes pruebas que sirven de fundamento a las pretensiones de la demanda, pruebas que, además, el Tribunal analizó y que esgrimió como fundamento para proferir el fallo condenatorio objeto del grado jurisdiccional de consulta:

a.- Fotocopia del contrato de obra pública 281-01, celebrado entre la UNIÓN TEMPORAL GUANAPALO (conformada por MEYAN LTDA, MIKO LTDA y MANSER LTDA) y el departamento de Casanare, cuyo objeto fue la pavimentación de vía Barquereña – Orocué sector San Rafael de Guanapalo del K05+930 al K19+099 en el departamento de Casanare. En el contrato se lee, en relación con los reajustes de precios, lo siguiente (fol. 6 y 9 C.1): 

“el contratista se obliga a ejecutar para el Departamento por el sistema de precios unitarios fijos con fórmula de reajuste…
“CLAUSULA DECIMA: AJUSTE DE PRECIOS.- Los precios reajustes automáticos pactados de acuerdo con la metodología que se describe a continuación constituyen un mecanismo para mantener el equilibrio económico en el contrato por los efectos inflacionarios proyectados en el sector de las obras públicas para el tiempo de la ejecución del contrato. Los reajustes de precios se aplicarán durante el plazo de ejecución pactado en el respectivo contrato, para cada grupo de obras según la reglamentación del Instituto Nacional de Vías en función de las variaciones que ocurran en los factores determinantes de los costos y se harán mediante la aplicación de la siguiente fórmula incorporada en el contrato. El valor del acta de recibos de obra, después de descontar la amortización del anticipo, de cada mes se reajustará por cada grupo de obra de acuerdo con la fórmula Pi=(I/Io) x Po, Pi= valor del grupo reajustado, Po= Valor del grupo liquidado a los precios unitarios del contrato, I= índice total de la obra tomado de acuerdo a los boletines de instituto (sic) Nacional de Vías, según lo establecido en la resolución N. 01077 del 17 de Marzo de 1994. Este I responderá al del mes anterior al pago del acta de obra que se va a reajustar, siempre y cuando el contratista haya presentado el acta de obra oportunamente, según lo establece la cláusula novena y esté cumpliendo el programa de inversión, Io= Indice básico correspondiente al mes del cierre de la liquidación. Si el contratista cumple con el trabajo en el grupo de obras respectivo se liquida el reajuste con el índice del mes anterior en que se paga el acta de obra correspondiente. Si no cumple con el programa en el grupo de reajuste se liquida cada porción del valor atrasado con el Indice del mes en que ha debido ejecutarse cada porción de obra. Los reajustes no se aplicarán sobre la cuota parte correspondiente al valor del anticipo desde el momento en que este sea entregado. PARÁGRAFO: ACTA DE REAJUSTE: Se hará (sic) actas de reajustes periódicamente de acuerdo con las publicaciones de los índices de reajuste expedidas por el Instituto Nacional de Vías. El valor del reajuste se debe calcular con el factor del ajuste (i/Io) definitivo cuando se disponga del índice requerido. Se harán actas de reajustes provisionales de igual manera, para efectos de la liquidación del contrato dentro del plazo estipulado para ello, el contratista acepta suscribir las actas de reajustes de los últimos meses con los índices disponibles hasta la fecha, proyectados con la misma variación promedio de los últimos índices conocidos, y se tomarán estos reajustes como definitivos. No se suscribirán actas de reajuste mientras no haya programa de inversión actualizado o está en trámite alguna programación. Se anexaran a cada acta de reajuste, para constatar su validez y producir su trámite, copia del programa de inversión que el contratista acepta considerar como vigente”.   
b.- A folios 28 a 35 del cuaderno 1, aparece el acta de ajuste de precios debidamente tramitada y suscrita el 3 de septiembre de 2003 por el supervisor del contrato, el interventor y el contratista. Allí se lee que en esa acta se incorporaron los valores por concepto de ajustes correspondientes al período comprendido entre abril, mayo, julio, agosto y septiembre de 2002, es decir, resultaron compilados los valores de las 5 actas de avance de obra o de entregas parciales por valor de $191’712.177.oo.

c.- A folios 36 a 42 C.1 se observa un acta de ajustes 2 (al parecer sin tramitar porque no está firmada) correspondiente a la entrega parcial de las obras para los meses de abril (acta 6) y mayo de 2003, con la observación que para mayo existen dos actas de entrega (se trata de la actas 7 y 8), también se relaciona allí el valor que arrojó el reajuste en el acta de liquidación final del contrato. El valor del acta 2, en total, asciende a $491’430.882.oo.

d.- Acta de liquidación final del contrato de obra (fol. 45 a 47 C.1), que en relación con el ítem reajustes señaló: “Queda pendiente el pago de reajustes por un valor aproximado de $683’143.059.oo”.  También existe una nota que señala que “no hay descuento por amortización del anticipo ya que este se pago (sic) en su totalidad en el acta pasada No 8”.

Hasta aquí resulta claro que, efectivamente, la administración departamental acepta una obligación económica insoluta frente al contratista, derivada del contrato de obra, por concepto de reajuste automático de precios unitarios, tal como quedó consignado en el acta de liquidación del contrato, por un valor aproximado de $683’143.059.oo., resultando litigioso el monto adeudado debidamente actualizado y el valor de los intereses de mora generados. 

e.- A folio 8 del cuaderno de pruebas aparece una certificación del Secretario de Obras Públicas y Transporte de la Gobernación de Casanare, en la que se informa que la supervisión del contrato 281-01 les ha reiterado la viabilidad del reajuste de precios desde el punto de vista técnico, pero que, al parecer, las sumas no han sido canceladas porque a 26 de diciembre de 2003 no había la apropiación de recursos para ello.

 f.- En relación con la determinación de los valores que se adeudan por los conceptos mencionados en el párrafo anterior, se ordenó la práctica de un dictamen pericial que fue rendido el 23 de enero de 2007 por un experto miembro de la Sociedad de Ingenieros del Casanare y sobre el cual no existió reparo alguno de las partes.

El dictamen concluyó, con base en las pruebas documentales que obran en este proceso, que existen nueve actas de reajuste de precios y que ninguno de los valores allí reconocidos ha sido pagado por el departamento. Por el ítem reajustes, la sumatoria de las 9 actas es de $638’297.984.oo y los interés por mora sobre estos valores a diciembre de 2002 (el plazo de ejecución era de doce meses, en el que operaba reajuste en virtud del contrato principal, por corresponder al mes anterior de la vigencia enero de 2002 a enero de 2003) ascendían a $283’840.607.05.

Sobre lo anterior, la Sala recalca que el dictamen merece toda credibilidad y ofrece confianza, en la medida en que en su elaboración se observaron fielmente los documentos y actas que surgieron de la relación contractual y con los que se acreditó el avance de obra, los pagos parciales de cantidad de obra, los pagos insolutos de reajustes, los períodos en que estuvo suspendida la obra y el pago de anticipos (estos dos últimos para no incluirlos en los reajustes de precios), razón por la cual, como acertadamente lo hizo el Tribunal de Casanare, esta Sala lo acoge integralmente siendo determinante ello para que ahora se confirme la sentencia consultada porque la misma resulta consecuente con lo que develaron las pruebas legalmente aportadas y practicadas en el proceso.

De esta manera, sin que se avizore ninguna razón de hecho o de derecho que afecte la legalidad de la decisión tomada en la sentencia consultada, esta última será confirmada como se anunció anteriormente. 

COSTAS:

No habrá lugar a condena en costas, teniendo en cuenta la conducta asumida por las partes, de conformidad con las previsiones del artículo 171 del Código Contencioso Administrativo.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

PRIMERO. CONFÍRMASE la sentencia consultada.
SEGUNDO.- Ejecutoriado el presente fallo, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
TERCERO.- Sin costas. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
HERNÁN ANDRADE RINCÓN        CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA 
